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TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 67/2019-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACION DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, Y OTRAS.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR. 

San Luis Potosí, S.L.P., a cuatro de junio de dos mil diecinueve.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 67/2019-3, promovido por **********en contra de actos del Director General de Gobernación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, del Inspector adscrito a la Subdirección de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación de nombre **********, y del Secretario de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante auto de fecha veinticinco de febrero de dos mil diecinueve, previo requerimiento para acreditar su interés jurídico, se tuvo al actor promoviendo Juicio Contencioso Administrativo demandando al Director General de Gobernación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, al Inspector adscrito a la Subdirección de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación de nombre **********, y al Secretario de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; por la nulidad de los siguientes actos: 
“a) la resolución de la Orden de Visita e Inspección, **********, Acta de Inspección Circunstanciada **********. De fecha **********) levantada por Director General de Gobernación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí…”; 
b) La orden de Visita e Inspección, **********, Acta de Inspección Circunstanciada **********…; 
c) La Visita e Inspección, **********, Acta de Inspección Circunstanciada **********. Levantada por **********, en su carácter de inspector adscrito a la subdirección de alcoholes de la Dirección General de Gobernación; y,

d) El intento de hacer efectiva mediante oficio **********relativa a la multa impuesta mediante la resolución de Visita e Inspección, ********** Acta de Inspección Circunstanciada **********. …”
De lo cual tuvo conocimiento el catorce de enero  de dos mil diecinueve; en el propio auto, se le hace efectivo el apercibimiento formulado en el auto de fecha cinco de febrero de dos mil diecinueve, y en consecuencia, al no acreditar su interés jurídico se da trámite al presente juicio en las condiciones en las que se encuentra, concretándose esta Tercera Sala Unitaria al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que antecedieron a la emisión de la resolución impugnada, como son la orden de inspección, el acta de inspección y el consecuente procedimiento sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico; así mismo, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera. Con proveído del veinte de marzo de dos mil diecinueve, se tuvo a las demandadas por contestando la demanda instaurada en su contra; se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación, para que manifestara lo que a su derecho corresponda; se admitieron las pruebas de las partes, y se fijó fecha y hora para la audiencia final. La cual tuvo verificativo el día ocho de abril de dos mil diecinueve, sin la asistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y hace constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; y se citó para resolver el presente juicio.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad dependiente del Poder Ejecutivo se esta entidad federativa, sobre la cual se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora compareció por derecho propio; quien acreditó su interés legítimo en este juicio, en razón de que impugna la sanción de multa que le fue impuesta en la resolución reclamada que obra en fojas 9 a la 14 de este sumario; ello conforme a lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado, vinculado con el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Época: Novena Época, Registro: 165594, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Enero de 2010, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 253/2009, Página: 268, que se analizará más adelante.

La personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, quedó acreditada de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, siendo por parte del Director General de Gobernación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, a través de la copia certificada de su nombramiento que obra en foja 34 del expediente en que se actúa; del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada de su nombramiento que obra en foja 73 de los autos; y del Inspector adscrito a la Subdirección de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación de nombre **********, con la copia certificada de la credencial  otorgada por la Dirección General de Gobernación, visible en foja 65 de este sumario. 

Las documentales públicas anteriormente referidas, hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad  de los siguientes actos: La multa de 100 u.m.a. (unidad de medida y actualización) impuesta en la Resolución de fecha ********** emitida por el Director General de Gobernación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, relativa a la Orden de Visita e Inspección **********por la supuesta violación al artículo 3 de la Ley de bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí; y, El oficio **********dirigido al Secretario de Finanzas del Estado, por el cual se ordena se haga efectiva la sanción impuesta en la resolución  dictada  de la Orden de Visita e Inspección**********; actos administrativos que refiere tuvo conocimiento de ellos el catorce de enero de dos mil diecinueve, los cuales exhibió conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.

La parte actora, ofreció como medios probatorios en su escrito inicial de demanda para acreditar la ilegalidad del acto impugnado, la Instrumental de actuaciones y la Presuncional legal y humana; y las Documentales visibles en fojas 9 a la 14 de este sumario, que se detallan: 1.- Copia de la Resolución de fecha ********** emitida por el Director General de Gobernación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, referente a la Orden de Visita e Inspección **********por medio de la cual, impone a la hoy actora una multa de 100 u.m.a (unidad de medida de actualización) por supuesta violación al artículo 3 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí; y 2.- El oficio **********dirigido al Secretario de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por el cual se ordena se haga efectiva la sanción impuesta en la resolución dictada con motivo de la Orden de Visita e Inspección**********. 
Las autoridades demandadas, Director General de Gobernación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí e Inspector adscrito a la Subdirección de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación de nombre **********, ofrecieron en sus escritos de contestación de demanda como medios probatorios la Instrumental de actuaciones y la Presuncional legal y humana; y las Documentales visibles en fojas 36 a la 47 y de la 53 a la 65 respectivamente de este sumario, que se detallan: 1.- Copia certificada de la Credencial expedida por el Director General de Gobernación a favor de**********2.- Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación **********; 3.- Acta de Inspección Circunstanciada **********4.- Resolución de fecha ********** emitida por el Director General de Gobernación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, relativa a la Orden de Visita e Inspección **********por medio de la cual, impone a la hoy actora  una multa de 100 u.m.a (unidad de medida de actualización) por supuesta violación al artículo 3 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí.
Documentales públicas referidas, que hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, y acreditan lo inserto en ellas.

El Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en su escrito de contestación ofreció la Instrumental de actuaciones y la Presuncional legal y humana.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. …”

En ese tenor, se advierte que el Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, al producir su respectiva contestación, hizo valer la excepción de Falta de legitimación Pasiva, misma que relaciona con la causal de sobreseimiento que se establece en el artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo del Estado, el cual señala que ninguno de los actos impugnados fueron emitidos por su representada, por lo que no pueden ser reclamados; excepción y causal que resulta improcedente, en virtud de que se advierte que dichas autoridades si tiene intervención con los actos que se reclaman en este juicio, ya que  la aplicación de la multa impuesta  al hoy accionante corresponde a esa autoridad, y la misma le fue ordenada mediante el oficio **********de ahí la improcedencia de su causal y excepción.
En cuanto a las diversas autoridades demandadas el Director General de Gobernación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí y el Inspector adscrito a la Subdirección de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación de nombre **********se advierte que al producir sus respectivas contestaciones de demanda, no hicieron valer excepciones ni defensas, sino que únicamente señalaron que el presente juicio debe ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares en cumplimiento al auto de fecha veinticuatro de febrero del presente año.
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.
Advirtiéndose que no existen causales que se deban estudiar de oficio, ni incidentes planteados; y por tanto, debe entrarse al estudio de fondo de la sanción impuesta.
Lo anterior es así, ya que en el presente juicio el actor también se encuentra reclamando la Multa que le impusieron en la resolución reclamada y sobre la cual en su cumplimiento se emitió el Oficio **********dirigido al Secretario de Finanzas del Gobierno del Estado, por el cual se ordena se haga efectiva la sanción impuesta en la resolución dictada con motivo de la Orden de Visita e Inspección**********; acto que si bien deriva de la Orden de Inspección y del Acta de Inspección Circunstanciada  impugnadas, constituye una excepción que obliga a este Sala Unitaria a ceñirse al estudio de la multa, conforme a los conceptos o argumentos encaminados a combatirla, sin poder analizar aquéllos enderezados en contra de los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como son la Orden de Visita e Inspección, el Acta de Verificación Circunstanciada, y el consecuente procedimiento administrativo sancionador; porque estos actos sólo pueden ser controvertidos por quien exhiba la documentación que lo legitime para ello, o sea, los argumentos que impugnan dichos actos solo pueden estudiarse de fondo si el demandante acredita su interés jurídico, con la licencia o autorización expedida a su nombre por la autoridad competente, que lo legitime para la actividad de Restaurante con venta de bebidas de baja graduación (cerveza), que ejerce en su establecimiento denominado **********lo cual como se ha sostenido en párrafos que preceden, no acreditó el interesado.

Consecuentemente, esta Tercera Sala Unitaria, sólo examinará los conceptos de impugnación expresados en contra de la multa impuesta, sin analizar aquéllos otros argumentos que hace valer el actor en este juicio; con el objeto de corroborar si se citan los hechos que la actualizan y que éstos coincidan con lo asentado por el verificador, de manera que exista congruencia entre lo apreciado por este último y las hipótesis legales que contiene el precepto que se cita.

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable conforme a los siguientes datos: Época: Novena Época, Registro: 165594, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Enero de 2010, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 253/2009, Página: 268, que dice:  

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA. Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere.- Contradicción de tesis 418/2009. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto y Séptimo, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 2 de diciembre de 2009. Mayoría de tres votos. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes..-Tesis de jurisprudencia 253/2009. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de diciembre de dos mil nueve.

(Lo resaltado es nuestro)

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación, que se advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 5 a la 7 de este sumario, argumentos que se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Es aplicable al respecto, la Tesis de Jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, que se localiza de acuerdo con los datos siguientes: Época: Novena Época, Registro: 196477, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, Abril de 1998, Materia(s): Común, Tesis: VI.2o. J/129, Página: 599, que dispone:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”

SEXTO.- Precisado lo anterior, nos ocuparemos del Tercero de los conceptos de impugnación que plantea el actor, en el cual se hacen valer agravios respecto a la multa, mismo que se examina con las manifestaciones expuestas por las autoridades demandadas en su escrito de contestación y las diversas constancias y probanzas ofrecidas por las partes que obran en autos de este expediente.
Concepto de impugnación que en la parte que interesa respecto a la multa refiere: 

“TERCERO.- Viola las responsables en perjuicio del suscrito los artículos 1, 14 y 16 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos ya que es un acto de autoridad consistente en la resolución e imposición de una multa asentada en; (sic) se sostiene lo anterior, toda vez que la responsable al momento de llevar a cabo el acto de autoridad que en éste se combate, es decir la resolución, carece de una debida fundamentación o motivación, ya que, no precisó en el resolutivo segundo la significación de 100 u.m.a., es decir, definir a que se refieren esas siglas o lo que significan, por lo que existe oscuridad de su acto de autoridad, y con  ello deja al suscrito ahora demandante de nulidad, en total estado de indefensión, ya que al haber impuesto la sanción, la autoridad viola flagrantemente el derecho  Humano a la certeza jurídica y seguridad jurídica del suscrito, esto es así, debido a que el de la voz, o sea el gobernado, no puede deducir a que se refieren dichas siglas. Para mayor  claridad se transcribe el resolutivo a que se hace mención: (…).”
“En ese sentido la autoridad procede en forma indebida, a la calificación y cuantificación de dicha infracción o multa, puesto que la facultad de imponer las sanciones aplicables debe expresarse de forma clara y sin dar posibilidad a ambigüedades o confusiones.
“Por lo que al carecer, el acto  que se impugna de las formalidades que la ley exige, encontrándose entre una de ellas la obligación de ser preciso y claro en los actos que la autoridad realiza, caso contrario, se considera que se deja en total y absoluto estado de indefensión al suscrito, al momento de emitir la tantas veces aquí mencionada multa.”
Del estudio del concepto de impugnación citado, se tiene que resulta infundado e inoperante.
Toda vez que contrario a lo aducido por el accionante, del contenido de la resolución impugnada se advierte que en ella consta la fundamentación y motivación de la multa impuesta, donde se explica o precisa el significado de 100 u.m.a., ya que la autoridad demandada establece de forma clara y precisa su significado, la disposición legal en que se funda para la imposición de la multa y la motivación sobre la cual se genera la misma, lo que se aprecia en la resolución impugnada en los apartados 7 y 8  de los Considerandos, en los cuales la autoridad demandada puntualiza que la multa a la que se hace acreedor el hoy demandante, consiste en 100 u.m.a., agregando entre paréntesis (unidad de medida y actualización), con lo que se tiene perfectamente explicado o definido su significado, o sea, que la multa consiste en cien unidades de medida y actualización. 

También señala, que la multa impuesta fue por violación al artículo 3 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, y artículo 210 fracciones III y IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en concordancia con lo establecido por el considerando 5 de esa resolución; argumentos y fundamentos pronunciados por la autoridad demandada en el acto reclamado, respecto de los cuales la parte actora fue omisa en controvertirlos en este juicio en su escrito de demanda.

Sobre la determinación de la sanción, la propia autoridad afirma en su texto, que se genera en la manifestación expresa del encargado, a través de la Orden de Visita y su consecuente Acta Circunstanciada, y que la base para determinar la sanción impuesta encuentra sustento en el artículo 26 apartado B sexto párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual establece que la unidad de medida y actualización será utilizada como unidad de cuenta, índice, base, medida o referencia para determinar la cuantía de pago de las obligaciones y supuestos previstos en las leyes federales de las entidades y el Distrito federal, así como las disposiciones jurídicas que emanen de todas las anteriores; y que las obligaciones y supuestas denominaciones en unidades de medida y actualización se consideran de monto determinado y se solventarán entregando su equivalente en moneda nacional.
A mayor abundamiento cabe señalar, que en el caso que nos ocupa la parte actora se limitó a realizar meras afirmaciones de que no se citó precepto legal alguno que faculte al organismo a cobrar, que si no existe fundamentación y motivación los actos serán inválidos, que esta Sala debe advertir que los actos de autoridad deben estar debidamente fundados y motivados por ser una exigencia de legalidad que debe contener un acto de autoridad; lo anterior sin sustento alguno, dado que la promovente es omisa por completo de esgrimir conceptos de impugnación que sean tendientes a demostrar que la multa impuesta fue emitida contraviniendo las normas aplicables al caso, o bien que se dejó de aplicar en su perjuicio algún dispositivo legal o que se aplica indebidamente; reiterándose que, son  infundados e inoperantes por insuficientes sus argumentos, razón por la cual no se está en condiciones de hacer pronunciamiento alguno al respecto.
Es aplicable el criterio contenido en la Tesis Aislada del Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, que se ubica de acuerdo con los siguientes datos: Época: Octava Época, Registro: 228171, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo III, Segunda Parte-1, Enero-Junio de 1989, Materia(s): Administrativa, Tesis: ***, Página: 201.

“CONCEPTO DE VIOLACION INOPERANTE POR INSUFICIENTE, CUANDO NO SE EXPRESAN ARGUMENTOS LOGICO-JURIDICOS. La sala responsable no viola garantías en perjuicio de la peticionaria, cuando ésta no expresa en el concepto de violación argumentos lógico-jurídicos en contra de las consideraciones de aquélla, sin combatir el razonamiento respecto de la infundamentación de las causales de anulación alegadas por la actora, pues la quejosa solamente señala que la existencia de tales violaciones al procedimiento, tácitamente reconocidas por la responsable, le causan agravios, resultando con ello el concepto de violación inoperante por insuficiente..- Amparo directo 65/89. Conjunto Manufacturero, S.A. de C.V. 20 de abril de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Ceja Villaseñor. Secretario: José Luis Flores González.”

La Tesis de Jurisprudencia del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, Época: Novena Época, Registro: 178786, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXI, Abril de 2005, Materia(s): Común, Tesis: IV.3o.A. J/4, Página: 1138.

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. RESULTAN INOPERANTES POR INSUFICIENTES SI NO ATACAN TODOS LOS ARGUMENTOS QUE SUSTENTAN EL SENTIDO DE LA SENTENCIA COMBATIDA. Resultan inoperantes los conceptos de violación expuestos en la demanda de amparo directo que no controvierten todas las consideraciones y fundamentos torales del  fallo reclamado, cuando, por sí solos, pueden sustentar el sentido de aquél, por lo que al no haberse controvertido y, por ende, no demostrarse su ilegalidad, éstos continúan rigiendo el sentido de la resolución combatida en el juicio constitucional. De ahí que los conceptos de violación resulten inoperantes por insuficientes, pues aun de resultar fundados no podrían conducir a conceder la protección constitucional solicitada. …”

Así como la Tesis de Jurisprudencia del Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, Época: Novena Época, Registro: 176045, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXIII, Febrero de 2006, Materia(s): Común, Tesis: I.11o.C. J/5, Página: 1600.

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. LO SON LAS SIMPLES EXPRESIONES GENÉRICAS Y ABSTRACTAS CUANDO NO PROCEDE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. Si no se está en el caso de suplir la deficiencia de los agravios en términos del artículo 76 Bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, no basta que el recurrente exprese sus agravios en forma genérica y abstracta, es decir, que se concrete a hacer simples aseveraciones para que el Tribunal Colegiado emprenda el examen de la legalidad de la resolución recurrida del Juez de Distrito a la luz de tales manifestaciones, sino que se requiere que el inconforme en tales argumentos exponga de manera razonada los motivos concretos en los cuales sustenta sus propias alegaciones, esto es, en los que explique el porqué de sus aseveraciones, pues de lo contrario los agravios resultarán inoperantes. …”

Y el criterio jurisprudencial del Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, Época: Novena Época, con número de Registro: 191370, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XII, Agosto de 2000, Materia(s): Común, Tesis: I.6o.C. J/21, Página: 1051 que señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON SI NO CONTIENEN DE MANERA INDISPENSABLE, LOS ARGUMENTOS NECESARIOS QUE JUSTIFIQUEN LAS TRANSGRESIONES DEL ACTO RECLAMADO. Si en los conceptos de violación no se expresan los razonamientos lógicos y jurídicos que expliquen la afectación que le cause a la quejosa el pronunciamiento de la sentencia reclamada, los mismos resultan inoperantes, toda vez que todo motivo de inconformidad, no por rigorismo o formalismo, sino por exigencia indispensable, debe contener los argumentos necesarios, tendientes a justificar las transgresiones que se aleguen, de tal manera que si carecen de aquéllos, no resultan idóneos para ser analizados por el tribunal federal correspondiente, en el juicio de amparo.…”

SÉPTIMO.- No obstante lo anterior, al encontrarse demostrada en autos, para esta Tercera Sala Unitaria resulta evidente la causal de ilegalidad referente a la indebida fundamentación y motivación de la competencia del Director General de Gobernación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, para ordenar visitas e inspecciones en establecimientos que se encuentran sujetas al control de los Ayuntamientos o que cuentan con licencias municipales, para la venta de bebidas alcohólicas de baja graduación, así como para sancionar a sus propietarios o encargados; lo cual, se estudia de oficio por ser de orden público, conforme a lo ordenado por el artículo 250 fracción I y penúltimo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; que en lo conducente, a la letra dice:

“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

“I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;…”
“… La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.
“Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”

[Énfasis añadido]

Falta de fundamentación y motivación de la competencia, total o parcial, que debe estudiarse de manera oficiosa por ser de orden público, sin necesidad de que exista agravio expreso del accionante, de que éste invoque falta de competencia o argumente una indebida, insuficiente o deficiente fundamentación y motivación de la misma; caso en el cual, no se tiene límite para su estudio y resolución que proceda, pues podrá analizarse tanto la ausencia total de fundamentación de la competencia, como su indebida o insuficiente fundamentación, respecto de cualquiera de los actos existentes en el sumario, decretando la nulidad que corresponda.

Resulta aplicable porque ilustra el criterio adoptado, la Tesis de Jurisprudencia derivada de la Contradicción de tesis 148/2007-SS, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable conforme a los siguientes datos: Época: Novena Época, Registro: 170827, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, Diciembre de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 218/2007, Página: 154.
“COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación y su correlativo 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, establece que ese Tribunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada. Al respecto debe decirse que ese estudio implica todo lo relacionado con la competencia de la autoridad, supuesto en el cual se incluye tanto la ausencia de fundamentación de la competencia, como la indebida o insuficiente fundamentación de la misma, en virtud de que al tratarse de una facultad oficiosa, las Salas fiscales de cualquier modo entrarán al examen de las facultades de la autoridad para emitir el acto de molestia; lo anterior con independencia de que exista o no agravio del afectado, o bien, de que invoque incompetencia o simplemente argumente una indebida, insuficiente o deficiente fundamentación de la competencia. Cabe agregar que en el caso de que las Salas fiscales estimen que la autoridad administrativa es incompetente, su pronunciamiento en ese sentido será indispensable, porque ello constituirá causa de nulidad de la resolución impugnada; sin embargo, si considera que la autoridad es competente, esto no quiere decir que dicha autoridad jurisdiccional necesariamente deba pronunciarse al respecto en los fallos que emita, pues el no pronunciamiento expreso, simplemente es indicativo de que estimó que la autoridad demandada sí tenía competencia para emitir la resolución o acto impugnado en el juicio de nulidad. …”

[Realzado es nuestro]

Así como la Tesis de Jurisprudencia derivada de la Contradicción de tesis 4/2007-SS, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que se ubica de acuerdo con los datos siguientes: Época: Novena Época, Registro: 170835, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, Diciembre de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 219/2007, Página: 151.
“COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SU ESTUDIO CONFORME AL ARTÍCULO 238, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2005, COINCIDENTE CON EL MISMO PÁRRAFO DEL NUMERAL 51 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN EL JUICIO DE NULIDAD Y EN JUICIO DE AMPARO DIRECTO. Conforme a los citados preceptos, en el juicio contencioso administrativo las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa podrán analizar la competencia de la autoridad en los siguientes casos: 1) cuando el actor plantee en los conceptos de anulación de su demanda argumentos por los que considere que la autoridad carece de competencia para emitir el acto impugnado; y, 2) cuando la Sala advierta oficiosamente de las constancias de autos que la autoridad emisora del acto impugnado es incompetente. En el primer supuesto, la Sala analizará el problema planteado y si estima fundado el concepto de anulación procederá a declarar la nulidad del acto impugnado. Respecto del segundo punto, la Sala realizará el estudio oficioso de la competencia de la autoridad, porque a ello la obligan los artículos citados en el rubro. Si la Sala estima oficiosamente que la autoridad administrativa es incompetente, su pronunciamiento en ese sentido será indispensable, porque ello constituirá la causa de nulidad de la resolución impugnada. Si considera que la autoridad es competente, no existe obligación de pronunciamiento expreso, pues la falta de éste indica que la Sala estimó que la autoridad demandada sí tenía competencia para emitir la resolución o acto impugnado en el juicio de nulidad; tan es así, que continuó con el análisis de procedencia del juicio y en su caso, entró al estudio de fondo de la cuestión planteada. La decisión del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que establezca la nulidad de la resolución por incompetencia de la autoridad será lisa y llana. En el juicio de amparo directo el Tribunal Colegiado de Circuito sólo estará obligado al análisis del concepto de violación aducido respecto de la incompetencia de la autoridad demandada en el juicio de nulidad o de la omisión de su estudio, cuando este argumento haya sido aducido como concepto de nulidad en el juicio contencioso administrativo; o bien, haya sido motivo de pronunciamiento oficioso por parte de la Sala correspondiente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, pues de lo contrario el estudio del concepto de violación será inoperante, toda vez que el quejoso no puede obtener en el juicio de amparo un pronunciamiento respecto de un argumento que no formó parte de la litis en el juicio de nulidad, bien porque no lo hizo valer o porque la autoridad responsable al estimar que la demandada es competente, no formuló pronunciamiento al respecto. …”

[Énfasis añadido]
Atentos a lo anterior, se procede al estudio oficioso de la competencia de la autoridad emisora de la Orden de Visita e Inspección **********, de fecha **********, del Acta Circunstanciada ********** de la misma fecha, y de la Resolución del ********** por medio de la cual impone a la hoy actora, una multa de 100 u.m.a (unidad de medida y actualización), en el establecimiento denominado **********, ubicado en el Municipio de ********** conforme a la copia certificada de dichas documentales públicas, que obran en fojas 54 a la 68 de este sumario, con pleno valor probatorio para acreditar lo inserto en ellas, acorde con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Para lo anterior, partimos de uno de los principios fundamentales previstos en la primera parte del primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual dispone que nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento; lo cual se encuentra estrechamente vinculado con lo dispuesto por los numerales 164 fracciones I y V, y 165 fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo en consulta, que establecen los elementos y requisitos aplicables a los actos administrativos que emitan las autoridades administrativas del Poder Ejecutivo y los Ayuntamientos de esta Entidad Federativa, con las excepciones previstas en el arábigo 162 del citado código.
Así las cosas, tenemos que en el primer párrafo del oficio ********** de fecha **********, relativo a la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación, dirigido a ********** ********** **********.; se comunicó al destinatario de la orden, que la Dirección General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno, en ejercicio de sus facultades, le notifica y emplaza para la práctica de esa orden de visita, inspección, vigilancia y verificación, con el objeto o propósito de comprobar el cumplimiento de sus obligaciones como sujeto en materia de bebidas alcohólicas, establecidas en la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí.

 Sin que en este párrafo donde se dice actuar en ejercicio de facultades, se mencionen artículos o fracciones del ordenamiento legal aplicable al caso concreto de la orden emitida, respecto de la competencia y atribuciones legales o reglamentarias de dicha autoridad demandada.
En el segundo párrafo de la orden cuestionada, se dice al destinatario, que en seguimiento a lo anterior debe presentar lo necesario para ejercer las facultades de inspección, vigilancia y verificación, previstas en una serie de artículos y fracciones de varios ordenamientos legales, citados de manera general y conjunta; para después autorizar a ocho inspectores, adscritos a la Dirección General de Gobernación, quienes podrán actuar en forma conjunta o separada, en las diligencias correspondientes. Facultándolos en el penúltimo párrafo, para aplicar las medidas de seguridad previstas en el artículo 58 de dicha Ley de Bebidas Alcohólicas.
En suma, del análisis efectuado a los siete párrafos que contiene el oficio ********** de fecha **********, relativo a la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación, dirigido a la hoy parte actora; no se advierte que se precisen artículos, fracciones o incisos del ordenamiento legal aplicable al caso concreto de la orden emitida, para fundar y motivar adecuadamente la competencia y atribuciones legales o reglamentarias, de la Dirección General de Gobernación.
En el segundo párrafo, dentro de la serie de artículos, fracciones y ordenamientos legales señalados, puede ser que alguno de ellos se refiera a la competencia de las autoridades estatales para aplicar la ley de la materia. No obstante, ello nunca fue puntualizado por la autoridad demandada, lo cual es una obligación ineludible a fin de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos del justiciable, referentes a la legalidad, seguridad jurídica y debido proceso; como lo exigen los artículos 14 y 16 Constitucionales, concatenados con los arábigos 164 fracciones I y V, y 165 fracciones I y II, del citado Código Procesal Administrativo. 
Sin que exista obligación del particular, para someterse y localizar, investigar o adivinar, por cuenta propia, cuáles artículos o fracciones de los ordenamientos legales aludidos, le otorgan competencia a la autoridad demandada para aplicar la Ley de Bebidas Alcohólicas; cuáles artículos o fracciones, de qué ordenamiento legal, establecen la causa legal del procedimiento aplicable, para llevar a cabo las actividades ordenadas; o bien, qué artículos o fracciones, de cuál ordenamiento legal, le confieren atribuciones para delegar facultades a favor de los inspectores autorizados; toda vez que en el ámbito administrativo, la competencia resulta improrrogable y, la autoridad jurisdiccional, se encuentra facultada para estudiarla de manera oficiosa, por ser de orden público.
Resulta aplicable por analogía, la Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, localizable con los siguientes datos y rubro: Época: Novena Época, Registro: 175658, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Marzo de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: XV.4o.18 A, Página: 1961.
“COMPETENCIA. EN EL ÁMBITO DEL DERECHO ADMINISTRATIVO ES IMPRORROGABLE Y, POR TANTO, NO EXISTE SUMISIÓN TÁCITA DEL GOBERNADO. La competencia en materia administrativa puede definirse como el complejo de facultades, obligaciones y poderes atribuidos por el derecho positivo a un determinado órgano administrativo; así, las normas que establecen la competencia son de orden público, pues éstas se forman con miras al interés público, no al del órgano estatal, por lo que aquélla es irrenunciable e improrrogable, tanto por acuerdo entre las partes, como de ellas con la administración; esto inclusive para la competencia territorial, a diferencia de lo que ocurre en el derecho procesal. Luego, el hecho de que el gobernado -con el fin de evitarse conflictos con la administración pública- intente cumplir lo que le es requerido por un ente estatal sin controvertir su competencia, de ninguna manera legitima la actuación de una autoridad incompetente, ya que, se reitera, la competencia en el ámbito administrativo es improrrogable. Además, en caso de que se estimara prorrogable por sumisión tácita, se obligaría a los particulares a mostrarse insumisos a los mandamientos de las autoridades que estimaran incompetentes (o que no fundaran adecuadamente su competencia), con la posibilidad de que se aplique en su contra algún tipo de coacción que pudiera derivar en actos de molestia o privación; se suma a lo anterior, el hecho de que el fundamento de la competencia de las autoridades constituye un elemento esencial del acto de autoridad, cuyo cumplimiento puede ser impugnado por los particulares en el momento en que les produzca algún agravio jurídico, tan es así que el artículo 238 del Código Fiscal de la Federación vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, impone al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que analice de oficio si la autoridad administrativa carece o no de competencia legal para emitir el acto impugnado o alguno de los que le sirven de antecedente o apoyo; por lo que en el caso de que se aceptara la sumisión tácita del particular a la competencia de la autoridad, se llegaría al absurdo de convalidar actos viciados en su origen por provenir de autoridades incompetentes. …”
No pasa inadvertido para esta Sala Unitaria, que los artículos 5º fracciones I y II, 7º fracciones I, III, V y VI, y 8º fracciones I, V, VI y VII, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí; establecen como autoridades competentes para aplicar dicho ordenamiento legal, al Poder Ejecutivo del Estado y a los Ayuntamientos de esta Entidad Federativa, a través de sus correspondientes dependencias autorizadas; que ambas autoridades, se encuentran facultadas para expedir licencias de bebidas alcohólicas, refrendarlas, negarlas y cancelarlas; y además, para verificar, inspeccionar, vigilar, sancionar y clausurar, los respectivos establecimientos; determinándose de manera expresa, en el referido artículo 8º fracción I, que las atribuciones de los Ayuntamientos de esta Entidad Federativa en la materia, les corresponden tratándose de bebidas alcohólicas de baja graduación. 
De ahí la necesidad y obligación, de parte de las autoridades demandadas, de fundar y motivar la competencia material, territorial y por grado; considerando de manera adicional, el tipo de bebida alcohólica, ya sea de alta, media o baja graduación, pero sobre todo, cuál de las dos autoridades expidió la licencia de que se trate, pues a ella correspondería su fiscalización y sanción, en su caso, conforme a lo hasta ahora dispuesto en la Ley de la materia. Máxime que, de acuerdo con los artículos 56 y 70 de la Ley de Hacienda de los Municipios del Estado de San Luis Potosí, éstos podrán establecer tarifas para el cobro de derechos, por la expedición de licencias para ventas de bebidas alcohólicas de baja graduación.

Hasta lo aquí analizado se obtiene que, la Dirección General de Gobernación demandada, fue omisa en fundar y motivar adecuadamente su competencia, en la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación, contenida en el oficio ********** de fecha **********; pues como se vio, hizo un señalamiento general de artículos, fracciones y ordenamientos legales, sin haber especificado cuál de todos ellos le confería competencia para girar la orden que nos ocupa, dirigida a ********** **********.; con clasificación y giro de Restaurante con venta de bebidas alcohólicas de baja graduación (cerveza); esto último, de acuerdo con lo asentado por la diversa autoridad demandada, Inspector **********, quien hizo constar en el Acta Circunstanciada ********** de fecha **********, visible en fojas 56 a 59 de los autos, con pleno valor probatorio en términos de los numerales 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo en consulta; que la negociación visitada, “cuenta con la venta de bebidas alcohólicas de baja graduación (cerveza)…”, y que “se le solicita… la licencia que otorga el H. Ayuntamiento de **********., para desempeñar dicha actividad,…”; lo cual demuestra de manera fehaciente, que ambas autoridades demandadas incursionaron en actividades fiscalizadoras que, al parecer, corresponden al ámbito municipal; sin que, como se dijo anteriormente, se haya fundado y motivado adecuadamente su competencia.
En esa tesitura, puede concluirse que el acto consistente en la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación, contenida en el oficio ********** de fecha **********, carece de los requisitos establecidos en las fracciones I y II del artículo 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con lo cual deja en estado de indefensión e incertidumbre a la hoy parte actora, e infringe lo ordenado en el primer párrafo del artículo 16 Constitucional, pues no existe una adecuada fundamentación y motivación de la competencia que corresponde a la autoridad que emite dicha orden; ubicándose así, en las causales de nulidad establecidas en el artículo 250 fracción I y penúltimo párrafo, del citado Código Procesal Administrativo.
Por lo que, esta Sala Unitaria determina, que es procedente decretar la nulidad de la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación, contenida en el oficio ********** de fecha **********, por haberse emitida por una autoridad que fue omisa en fundar y motivar adecuadamente su competencia, requisito esencial que debe constar en todo acto o resolución administrativa, lo cual deja en estado de indefensión e incertidumbre a la actora, al verse afectado de la legalidad que todo acto administrativo debe contener, conforme a los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna. 
Sin que sea necesario analizar, la legalidad o ilegalidad de los restantes actos administrativos, consistentes en el Acta Circunstanciada ********** de fecha **********; la Resolución del ********** por medio de la cual se impuso a la hoy actora, una multa de 100 u.m.a (unidades de medida y actualización), en el **********, ubicado en el Municipio de **********y en su caso, el Oficio dirigido a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, y el Apercibimiento dirigido a ********** propietario del ********** señalados en los Resolutivos Segundo y Tercero de dicha resolución; toda vez que tales actos siguen la misma suerte del principal y deben declararse nulos, por ser frutos de un acto viciado y derivar o estar condicionados al mismo, por lo que resultan ilegales e ineficaces al tratarse de actos viciados en su origen, ya que el primero proviene de autoridades incompetentes o que no fundaron adecuadamente su competencia territorial, material o de grado, vulnerándose el artículo 16 Constitucional. 
Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, que se localiza conforme a los siguientes datos y rubro: Época: Séptima Época, Registro: 252103, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Volumen 121-126, Sexta Parte, Materia(s): Común, Tesis: ***, Página: 280.
“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.…”

Por lo que en consecuencia, la autoridad demandada, debe cancelar o eliminar cualquier trámite, registro o evidencia que haya emitido, para hacer efectiva la multa y apercibimiento impuestos; a fin de restituir al demandante en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos, según lo ordenado por el numeral 252 del citado Código Procesal Administrativo; de lo cual deberá informar a esta Sala Unitaria, en su oportunidad procesal, acompañando inclusive copia certificada de los documentos que acrediten lo anterior.
En tal virtud, con fundamento en lo establecido por los artículos, 250 fracción I y penúltimo párrafo, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos consistentes en la Orden de Visita e Inspección **********, de fecha **********; el Acta Circunstanciada ********** de la misma fecha; y la Resolución del ********** por medio de la cual se impuso al hoy accionante, una multa de 100 u.m.a (unidades de medida y actualización), en el **********, ubicado en el Municipio de ********** y por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA de los mismos, dejándolos sin efecto legal alguno; de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.
De acuerdo con los numerales, 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; dígase a la autoridad demandada que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, esta Sala le prevendrá por el cumplimiento de esta sentencia, o en su caso, la requerirá por la ejecución de la misma, apercibiéndola legalmente.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y numerales 249, 250 fracción I, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R  E  S  U  E  L  V  E
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos precisados en esta resolución y, por consecuencia, se decreta su NULIDAD LISA Y LLANA, dejándolos sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por oficio a las autoridades demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, que autoriza y da fe.-RUBRICAS.-
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
